








El Departamento de Derecho Minero Energético tiene el placer
de presentar a la comunidad académica, profesional y demás
interesados este nuevo proyecto de nuestra unidad académica.

La Revista Lecturas Virtuales en Regulación y Mejora Regulatoria:

Regulación de Hidrocarburos, Electricidad y Minería   es un
espacio para el análisis, opinion y debate en materia minero
energética a nivel nacional, regional e internacional. 
 

En esta primera edición contamos con el aporte del Dr. William
Villalobos que nos ilustra sobre el nuevo proyecto de ley que se
discute en Costa Rica para la generación distribuida, que
incorpora elementos del derecho económico para responder al
carácter disruptivo de estos fenómenos en el sector elétrico.  

 

La Dra. Maria Antonieta Merino nos comparte sus reflexiones en
materia de regulación en épocas de cuarentena y nos da un
paso a paso de como pueden reaccionar las autoridades ante
situaciones tan atípicas como las que vivimos, para generar una
buena regulación que aminore cualquier impacto negativo y
amplifique los efectos positivos de las mismas.
 

El Doctor Milton Montoya nos expone los distintos impactos del
COVID-19 en el sector minero colombiano y la vez las posibles
oportunidades que esta situación puede traer para el futuro del
sector minero.

 

El Dr. Stevie Gamboa, nos comparte una análisis muy interesante
sobre el tipo de derecho que se utiliza en América Latina para la
concesión de derechos mineros, haciendo un análisis
comparativo sobre la materia.

 

Por último el Dr. Carlos Villanueva nos presenta las
aproximaciones y conceptos principales  de la transición
energética en México desde un punto de vista constitucional y
administrativo. En próximas ediciones, el profesor ahondará en
estos conceptos y su aplicación. 

 

Como podrán ver en esta edición goza de un enfoque
comparado y diferente sobre los distintos asuntos del sector en
Iberoamérica  y esperamos que continue siendo un ambito para
el desarrollo del debate académico que sea de agrado de todos
nuestros lectores.
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En esta misma línea Huapaya (2011)
indica que, el rol del Estado de
acuerdo con el orden jurisdiccional
es el de ser vigilante o regulador de
las actividades económicas
potenciando mecanismos
ordenadores y correctivos del
mercado, buscando un equilibrio
entre la regulación y la libertad de
mercado.

 

El papel de la regulación no
es  «peccatta minuta»; por el
contrario, si se comparte que la
misma es una acción impuesta por el
Estado, obligado resulta
entender  «parafraseando al profesor
salmantino Rivero Ortega»  el
¿porqué? y ¿para qué? de esta.

 

Regular un sector tan complejo
como el energético no es  «ni por
asomo»  tarea sencilla; en tanto,

además de ir de la mano con el
diseño de la política pública,

demanda una altísima dosis de
concertación, diálogo y timming
político. Justamente, es acá es donde
está  «el quid de la cuestión» porque
al final sucede que no siempre las
condiciones regulatorias terminan
siendo coherentes con los objetivos
del diseño de la política pública; o
bien, con el momento político
idóneo para implementarlas, sobre el
particular, sesuda razón lleva Del
Guayo (2006) al afirmar que:

(…) plantear una regulación es una
actividad compleja que no consiste

en mandar y controlar sino en
comprender las diversas

manifestaciones que influyen en
ella; que pueden tener como

resultado una limitación al mercado
o bien una regulación que impulse

la actividad. (p 50.)
 

Adicionalmente,  no siempre los
Reguladores tienen información
veraz; y por tanto, las
llamadas  «asimetrías de
información»  provocan serias
incógnitas que con recurrencia se
traducen en crasos riesgos
regulatorios; sobre el particular el
profesor Ariño Ortíz (2017) indica:

 

“La regulación incorpora en muchas
ocasiones ambigüedad, calculada o
no. Así, con frecuencia se establece
que el nivel de competencia para

que se activen o desactiven
determinadas facultades del

regulador en el mercado de que se
trate (eléctrico, gasista, de

combustible, de transportes y otros)
ha de ser “suficiente”. Sin embargo

¿Cuándo es suficiente? ¿Cómo
estimamos el mercado relevante a
efectos de suficiencia? Si hacemos

comparaciones -hoy, que el
benchmarking está tan de moda-,

¿con qué países hemos de hacerlas?
Otro tanto cabe decir de conceptos

frecuentemente utilizados en la
regulación como “facilidades

esenciales”, “precios asequibles”,
etcétera. ¿Quién aprecia o cómo se
declara el carácter esencial de una

instalación? ¿Cuál es el nivel de
asequibilidad de un precio? (pág.

47)



Si se comparte la tesis de que, la regulación exige un delicado equilibrio entre la
libertad e imposición de cargas para defender el mercado y asegurar «al mismo
tiempo» la correcta prestación de un servicio público o de una actividad de interés
general; lo deseable siempre será contar con un regulador: i) informado, ii)
comedido en sus decisiones, iii) cercano a los operadores de forma tal que, su
injerencia en el mercado evite nefastas consecuencias para los agentes económicos
del mercado.

 

Así las cosas, uno esperaría que un buena regulación sitúe como su eje y centro al
usuario; y que, los reguladores busquen prevenir que se desvirtué la regulación ante
el surgimiento de situaciones que no se tomaron en cuenta por asímetrías o por
captura. Tema recurrente, cuando se analizan las consecuencias de los conocidos
«fallos de la regulación»; entendidos como aquellos donde el Estado no garantiza el
control efectivo en el cumplimiento de la norma en un sector al cual se está
regulando, ni garantiza la imparcialidad, ni la objetividad con relación al interés
público (Laguna Paz 2016, pp.37-39).

III. PROYECTO N° 22009: “LEY PARA LA PROMOCIÓN Y
REGULACIÓN DE RECURSOS ENERGÉTICOS DISTRIBUIDOS A

PARTIR DE FUENTES RENOVABLES”

a) EL PORQUÉ DE LA INICIATIVA.
El contexto actual, ha venido provocando
cambios «disruptivos y dinámicos» en la
matriz energética mundial, en donde las
mejoras tecnológicas permiten la
generación de energía de forma más
eficiente, sostenible y a menor costo, lo
cual plantea cambios paradigmáticos con
respecto al papel del Estado en materia
energética, el rol del consumidor y de la
ciudadanía en general.
 

La iniciativa de ley que se analiza,

pretende un rediseño regulatorio que
responde a criterios de mínima
intervención, flexibilidad, previsibilidad,

objetividad, neutralidad, claridad,

uniformidad, tecnicidad, transparencia y
protección del usuario final. Bien podría
afirmarse, que se trata de un proyecto
necesario en el proceso de transición y
transformación que experimenta el sector
energético a nivel mundial; que, en mi
criterio, denota una visión centrada en 4
ejes: acceso universal, asequibilidad,

sostenibilidad y seguridad. 

b) LO QUE PLANTEA EL PROYECTO.
El proyecto de Ley establece condiciones
necesarias para promover y regular «bajo
un régimen especial» la integración, el
acceso, instalación, conexión, interacción
y control de recursos energéticos
distribuidos basados en fuentes
renovables de los abonados
interconectados al Sistema Eléctrico
Nacional (SEN). En términos generales,
promueve una regulación objetiva,

transparente, eficiente, y no
discriminatoria; pero a su vez, flexible y
dinámica con menos pesos regulatorios
hacia el usuario.

 

De entrada, corrije el error histórico al que
nos llevó la Procuraduría General de la
República en el año 2015 en su dictámen
165-2015 que calificó la Generación
Distribuida como Servicio Público «en
función de la publicatio y la titularidad
pública». 



Así, el artículo 16 cataloga como servicios económicos de
interés general: i) la generación distribuida con fuentes
renovables modalidad medición neta sencilla, ii) el
almacenamiento de energía para autoconsumo, iii) la
autogestión de la demanda vinculada y complementaria
al servicio de distribución. Lo cual, procura una
intervención menos intensa por parte del Estado sobre
una actividad a manos de los prosumidores; sin embargo,

somete estos servicios a un régimen especial a cargo de
la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos
(Aresep); y sujetos, a obligaciones de servicio público tales
como (i) calidad, (ii) cantidad, (iii) confiabilidad, (iv)

seguridad, (v) garantías de acceso al servicio, (vi)
suministro de información.

 

Por su parte, el artículo 17 plantea la publificación
«declaratoria de Servicio Público» de 2 actividades: i) la
generación distribuida con fuentes renovables mediante
la modalidad medición neta completa (venta de
excedentes), ii) el almacenamiento de energía para
abastecer el Sistema Eléctrico Nacional (SEN).

Importante aclarar que, este almacenamiento no es el
mismo que realiza un prosumidor para fines de
autoconsumo; sino que, refiere al almacenamiento de
energía que está dispuesto para prestar un servicio
auxiliar necesario para mantener la confiabilidad,

seguridad, continuidad y calidad de la operación del
sistema eléctrico nacional, dentro de los límites que
establecen los criterios de seguridad operativa, calidad,

seguridad y desempeño del sistema eléctrico nacional,
con el fin de prevenir el colapso o para recuperar el
sistema eléctrico nacional en caso de una contingencia,

un colapso parcial o total del sistema.

 

A nivel de esquemas de fomento; este proyecto de Ley,

contribuye decididamente a la transformación del sector
eléctrico, impulsando un modelo eléctrico más
sostenible, adaptando las nuevas tecnologías
(especialmente si se contempla un futuro con una
multitud de microrredes enlazables entre sí, trabajando
de forma coordinada, como una evolución de la  Smart
grid), y promoviendo una mejora en las redes eléctricas;
todo lo cual, contribuirá a  un aprovechamiento eficiente
y sencillo de las diferentes fuentes de energías
renovables.



Llama poderosamente la atención, la

declaratoria de interés público respecto la

investigación sobre recursos energéticos

distribuidos, energías renovables no

convencionales y sistemas de

almacenamiento; así como la creación de

un Fondo de Investigación con el objetivo

de desarrollar programas de investigación

sobre recursos energéticos distribuidos,

energías renovables no convencionales y

sistemas de almacenamiento que será

administrado por el Consejo Nacional de

Investigaciones Científicas y Tecnológicas

(Conicit). 

 

Adicionalmente, el proyecto impulsa y

regula dos figuras medulares en materia

de Generación Distribuida: la Operación en

paralelo sin entrega de excedentes a la red

(artículo 18) y el autoconsumo virtual

(artículo 19), lo cual permitirá que un

prosumidor de un sistema que produce

excedentes registrados en un medidor

(punto de generación) se le reconozcan en

otro medidor (punto de consumo) de

conformidad con la regulación técnica y

tarifaria que determine la Aresep.

Promueve a su vez, un proceso de

electrificación eficaz, pues habilita la

utilización de los avances tecnológicos

para lograr llevar electricidad a sectores

de la sociedad costarricense que hoy día

siguen sin tener acceso a este servicio

público; lo cual es congruente con la

democratización energética, la reducción

de la pobreza energética y el

empoderamiento de los consumidores;

fines que como país respetuoso de los

Derechos Humanos impulsamos. Esto se

ve reflejado con la introducción de la

figura de la Generación Distribuida

Comunal Compartida del artículo 28, que

permitira que en las zonas del país en las

que no se cuenta con red eléctrica del

sistema eléctrico nacional (SEN) cualquier

persona, física o jurídica, podrá brindar un

servicio de generación distribuida

comunal compartida para proveer a esos

consumidores de electricidad, lo cual

implicará un beneficio para las 7.500

familias costarricenses que siguen sin

tener acceso a energía lo cual representa

el 0,6% para lograr el 100% de acceso. 

VI. A MODO DE CONCLUSIÓN:

El modelo de regulación por el que se optó no es casualidad, buscó equilibrar «de la

mejor manera» intereses contrapuestos entre los distintos actores: i) Empresas

Distribuidoras, ii) Consumidores, iii) Empresas Proveedoras en el Sector.  Adicionalmente,

apostó por una regulación que asegure: i) reglas claras, ii) independencia regulatoria, iii)

regulación de los servicios auxiliares, iv) fomento a nuevas tecnologías, v) lograr la meta d

el 100% de acceso a energía en el país.

De convertirse en Ley de la República, su reglamentación será vital para resguardar el

espirítu de la misma «de lo cual habrá que estar vigilantes», y sobre todo, habrá que

esperar como será el rediseño de los esquemas tarifarios. Ciertamente, uno esperaría una

metodología tarifaria que determine una tarifa propia para la GDA que cubra los costos

de generación, los gastos de servicios auxiliares, los peajes de transmisión o de

distribución, las características eléctricas de los puntos de consumo; lo cual llevará,

«indefectiblemente» a la supresión de la actual tarifa de acceso. Por tanto, estaremos

atentos a su trámite en la Asamblea Legislativa.
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I. INTRODUCCIÓN
 

La actual pandemia causada por el Covid-19 ha mostrado todas las fortalezas y

debilidades (especialmente estas últimas) de las administraciones públicas a nivel

mundial. Nos ha mostrado como sociedades, nos ha desnudado por completo. Ha sido

un proceso doloroso y cruento —nadie se ha salvado del examen—, a partir del cual

hemos podido identificar, quizás con mayor claridad que nunca, cada falencia del

proceso de toma decisiones de las autoridades gubernamentales en todos los niveles

del estado.

 

En un contexto regular, la toma de decisiones a nivel gubernamental debería seguir

un proceso riguroso en el que las autoridades puedan realizar una evaluación extensa

y reflexiva de cada aspecto vinculado con el problema que público que enfrenta. La

mayoría de los países en la región latinoamericana han comprendido esta necesidad y

han iniciado, en momentos distintos, varias reformas para implementar la mejora

regulatoria y convertirla en una política de sus estados, así como para adoptar el

Análisis de Impacto Regulatorio (AIR) o Análisis de Impacto Normativo como la

herramienta que sirve para lograr dicho cometido. No han sido ni son pocos los

desafíos que los países de la región vienen enfrentando en el camino de

implementación de la mejora regulatoria y la pandemia generada por el Covid-19 ha

incrementado el grado de dificultad.    

 

Este artículo tiene por finalidad destacar los principales riesgos que existen durante el

proceso de toma de decisiones en un contexto de crisis, a fin de que sirvan como

elementos de alerta y reflexión, así como brindar algunas breves recomendaciones

que pueden ser implementadas.











En situaciones de emergencia o crisis, la aplicación del AIR se torna difícil, pues

se ejerce una presión en la autoridad para regular. Estas normas no solo se

emiten bajo una alta incertidumbre sobre el contexto y el problema, sino que,

además, las autoridades tienen que ponderar valores en conflicto. En ese

sentido, la regulación es bastante inestable.

 

 

Aun cuando en tiempos de crisis los estados no tendrán tiempo de analizar y

discutir las decisiones adoptadas con la solidez y profundidad como se hace

mediante el AIR, están en la obligación de procurar el mejor diseño posible para

sus regulaciones. Para ello, se formulan las siguientes recomendaciones:

consultar a expertos sobre la materia analizada para mejorar la toma de

decisiones; agilizar los trámites para acelerar la provisión de bienes o servicios

necesarios para contrarrestar los efectos de la emergencia; evaluar las

regulaciones emitidas en el contexto de crisis, una vez que se haya controlado la

emergencia; fomentar la digitalización y el uso de tecnologías para brindar una

respuesta más rápida y efectiva; y aprender de las lecciones, lo que supone

identificar las medidas exitosas, así como las debilidades, fallas y oportunidades

de mejora para hacer frente a futuras situaciones de emergencia.

VI. CONCLUSIONES

La toma de decisiones debe seguir un proceso riguroso y reflexivo. En

condiciones normales, antes de considerar regular, las autoridades deben seguir

el proceso establecido por el Análisis de Impacto Regulatorio (AIR) o Análisis de

Impacto Normativo, pues esta herramienta asegura que la decisión que se

adopte sea la más apropiada y, en el caso de ser esta una regulación, se asegura

su calidad y eficacia.
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La crisis que enfrentaremos a todos los niveles, se convierte en una oportunidad

para que el sector minero lidere en los territorios la recuperación del empleo

local; la ejecución de programas de gestión social en el marco de las

necesidades y carencias que deja la pandemia en los municipios; sea modelo de

referencia en términos de operación segura libre de Covid-19 (4); sea ejemplo en

materia de innovación tecnológica; fomente los encadenamientos productivos

locales; sea el mejor socio de los alcaldes en la ejecución coordinada de acciones

dirigidas al mejoramiento del bienestar social; sea actor líder en el ámbito de la

pedagogía asociada a la higiene y buenas prácticas preventivas en materia de

salud; fomente la pedagogía de la importancia de la participación ciudadana y

de la implementación de espacios de participación no presencial y, por

supuesto, opere con los más altos estándares y condiciones en materia

ambiental. En un escenario de estas características, nos encontraremos entonces

ante la esperada tercera etapa de “florecimiento” de la industria (5), con la

credibilidad y, ojalá, confianza por parte de las comunidades. 

En efecto, superados los meses de marzo, abril y mayo, se abre en este momento

el periodo mediante el cual, en nuestra opinión, la Política Publica del sector

Minero-Energético y la regulación deben hacer énfasis en moldear las

condiciones necesarias para que la industria minera alcance sus plenas

condiciones operativas, naturalmente sin descuidar la estricta aplicación de los

Protocolos de Bioseguridad (que llegaron para quedarse por largo tiempo), y se

convierta en un aliado estratégico de las autoridades locales y de sus

comunidades en ese complejo y largo proceso de recuperación económica y

social que recorreremos a medida que se van abriendo múltiples sectores

productivos. 

(4) Siendo el sector minero una industria acostumbrada a operar bajo estrictos controles y protocolos en materia

de seguridad. 

(5) SWART, ob cit, pág. 1.











II. DIFERENCIAS ENTRE EL DERECHO PERSONAL Y EL DERECHO REAL
 

Las legislaciones civiles de nuestros países latinoamericanos provienen en su mayor

medida de las instituciones propias del Derecho Romano, y, su evolución posterior,

proviene del Código Civil Francés (conocido como el Código Napoleónico) y del

Código Civil Chileno (redactado por Andrés Bello). En todas las versiones, cada país

reconoce la clasificación de los bienes por sus características de materialidad,

movilidad, uso, divisibilidad, entre otros. Es precisamente entre estas categorías, en

las que aparecen los derechos, como bienes incorporales, cuya principal diferencia

radica en su relación con las personas o las cosas. 

 

Para desarrollar brevemente esas diferencias, es necesario considerar cuatro

características fundamentales entre ambos tipos de derecho, estas son: Finalidad,

Aplicación, Extinción y Ejercicio.

a) Por la Finalidad: El derecho real tiene su razón en la relación

con una o varias cosas; mientras, el derecho personal se

fundamenta en la relación con una persona.

b) Por la Aplicación: El derecho real puede ejercerse, oponerse o

aplicarse en contra de cualquier persona, sin detrimento su

calidad. En cambio, el derecho personal, sólo puede exigirse contra

una persona determinada.

c) Por su extinción: El derecho real se extingue cuando la cosa

sobre la que recae se extingue. El derecho personal se extingue

cuando la obligación comprometida con determinada persona se

cumple, o si se trata indirectamente de una cosa (de entregar, por

ejemplo) se transforma en otra obligación, por ejemplo, en una

indemnización.

d) Por su ejercicio: El derecho real se exige ante cualquier

autoridad competente, para lo que se deberá justificar la existencia

de la cosa materia del derecho. En cambio, en el derecho personal,

se deberá justificar ante la autoridad, la relación jurídica

preexistente entre ambas partes o personas, una acreedora y una

deudora.

Sin embargo, las legislaciones que regulan los mecanismos para autorizar, delegar

o convenir el aprovechamiento de los recursos naturales minerales, han definido

diferentes relacionamientos entre su propiedad estatal y la iniciativa de particulares

para participar de ese aprovechamiento.











IV. BENEFICIOS Y DIFICULTADES SEGÚN CADA DERECHO
 

Es imperativo analizar las características que cada elección del tipo de derecho,

ha tenido en sus países. No menos importante será, para lograr cumplir el
ejercicio, abstraerse de los resultados que tal selección ha tenido en el
desempeño internacional de cada país, al momento de ser evaluado como un
destino de inversión minera.

 

La referida abstracción es necesaria pues, si bien es cierto que un tipo de
derecho puede resultar más atractivo al momento de ser evaluado por un
potencial inversionista. No es menos cierto que, existen muchos otros elementos
que se consideran para tal análisis y toma de decisión.

 

La legislación debe producir la mayor certeza posible, no sólo por su continuidad
en el tiempo y consistencia en aplicación, sino, sobre todo, por la claridad de los
efectos que produce entre la relación del Estado y un particular o privado. 

V. CONCLUSIÓN
 

Para lograr tal certeza y claridad, en beneficio del Estado y del particular, una
legislación deberá cumplir con lo siguiente:

1. Naturaleza del título: Es necesario

que la Ley defina la naturaleza del
acto que permitirá relacionarse con el
aprovechamiento de recursos
minerales. Si se trata de una
concesión, que establezca que se
realiza mediante un acto
administrativo delegatorio de
derechos (como el caso de Ecuador) o
uno de reconocimiento de derechos
(como en Perú).

 

Por el contrario, si el relacionamiento
proviene del acuerdo de voluntades
de las partes (como los casos de
Colombia y Bolivia), el contrato deberá
establecer si tal relacionamiento,

consiste en una autorización,

delegación o permiso para cumplir
una potestad estatal.

2. Propiedad: La propiedad de los

minerales a favor del Estado, ya sea
central, regional o en el pueblo, se
encuentra con variaciones en sus
características, reconocida por la
normativa de cada país. Sin
embargo, las legislaciones establecen
también que tal propiedad, no se
transfiere a favor del privado, sin
importar el título otorgado o suscrito. 

 

Esta restricción podría representar,
además de una ficción jurídica, una
dificultad para la comercialización,

pues se trataría de una venta de
“cosa ajena” que, aunque autorizada,

se realiza a cambio del pago de una
compensación o regalía a favor del
Estado propietario, pero dejando el
precio de lo vendido, a favor de su
delegatario.









I. CONTEXTO CONVENCIONAL Y CONSTITUCIONAL

A. EL ACUERDO DE PARIS.

Durante el año 2016, México firmó por medio de su representante
plenipotenciario el denominado Acuerdo de París, mismo que posteriormente
ratificó a través del Senado de la República y depositó, por conducto del
Ejecutivo Federal, el correspondiente instrumento de ratificación de dicho
Acuerdo, cuyo texto fue publicado en el Diario Oficial de la Federación (DOF) (1)
para ser considerado como obligatorio en territorio nacional (2). En
consecuencia, dicho Acuerdo y los compromisos asumidos por el Estado
mexicano forman parte de la Ley Suprema de la Unión, conjuntamente con la
Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y los
tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados o que se celebren por
el Presidente de la República con la aprobación del Senado (3).

(1) DOF del 4 de noviembre de 2016.

(2) Cfr. art 4 de la Ley sobre la Celebración de Tratados.

(3) Cfr. art. 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM).

No se abundará en el contenido de este instrumento, ya que lo que se pretende
destacar es simplemente su carácter vinculante para el México, no solo como
instrumento internacional sino como norma de derecho interno, de modo que
las contribuciones definidas por el Estado Mexicano no constituyen una meta
programática o una manifestación declarativa, sino una verdadera obligación
jurídica, cuyo incumplimiento podría eventualmente ser causal de
responsabilidad.

B. EL DERECHO HUMANO AL MEDIO AMBIENTE SANO

La Carta Magna dispone que toda persona tiene derecho a un medio ambiente
sano para su desarrollo y bienestar, debiendo el Estado garantizar el respeto a
este derecho y que el daño y deterioro ambiental generará responsabilidad para
quien lo provoque, en términos de lo dispuesto por la ley (4). Además,
específicamente en el caso de los pueblos indígenas, se les reconoce el derecho
a conservar y mejorar el hábitat y preservar la integridad de sus tierras así como
al uso y disfrute preferente de los recursos naturales de los lugares que habitan y
ocupan las comunidades, salvo aquellos que corresponden a las áreas
estratégicas (5).

(4) Cfr. art 4 de la CPEUM.

(5) Cfr. art. 2, apartado A, fracs. V y VI de la CPEUM.





Claramente se aprecia que la sustentabilidad es un deber del Estado, que debe
garantizar que el desarrollo nacional y la política de desarrollo industrial que
promueva cumplan con esa característica y que debe considerarla, además,
como un criterio para otorgar apoyos a los sectores social y privado, de manera
que se hace extensible a las actividades privadas. Sin embargo, no hay en el
texto constitucional una definición del sentido y alcance de esta expresión. Al
respecto, la interpretación jurisdiccional parece decantarse por un sentido
ecológico del término y consecuentemente, su vinculación con el derecho al
medio ambiente sano. (12) 

(12) En este sentido, resulta ilustrativa la tesis aislada del ya referido Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo
Séptimo Circuito, con el rubro “MEDIO AMBIENTE SANO. SU RELACIÓN CON EL DESARROLLO SUSTENTABLE Y
OTROS DERECHOS FUNDAMENTALES QUE INTERVIENEN EN SU PROTECCIÓN”, Tesis XXVII.3o.16 CS (10a.),

Semanario Judicial de la Federación, publicada el viernes 22 de junio de 2018. En ella se señala que el desarrollo
sustentable persigue los siguientes objetivos: (i) la eficiencia en la utilización de los recursos y el crecimiento
cuantitativo; (ii) la limitación de la pobreza, el mantenimiento de los diversos sistemas sociales y culturales y la
equidad social, y (iii) la preservación de los sistemas físicos y biológicos -recursos naturales, en sentido amplio- que
sirven de soporte a la vida de los seres humanos.

D. LA TRANSICIÓN ENERGÉTICA COMO OBJETIVO SECTORIAL
 

Finalmente, importa hacer referencia los artículos Décimo séptimo y Décimo
octavo transitorios del Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
Materia de Energía (13), que sentó las bases del nuevo modelo del sector
energético hoy vigente en México. (14) 

(13) Publicado en el DOF el 20 de diciembre de 2013, en edición vespertina.

(14) Esta referencia se estima importante ya que si bien dichos transitorios no forman parte del texto
constitucional, comparten la naturaleza jurídica del Decreto del que forma parte y al ser éste de reforma
Constitucional, su aprobación se sujeto al procedimiento especial previsto en el artículo 135 de la Carta Magna, de
lo que puede inferirse que sus mandatos no pueden ser inobservados o contravenidos por la legislación ordinaria
conforme al ya mencionado artículo 133 de la propia Constitución. Por analogía, considérese la tesis aislada del
Segundo Tribunal Colegiado en materia administrativa del Sexto Circuito con el rubro “ARTÍCULOS TRANSITORIOS.

FORMAN PARTE DEL ORDENAMIENTO JURÍDICO RESPECTIVO Y SU OBSERVANCIA ES OBLIGATORIA”. Tesis:
VI.2o.A.1 K, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, octubre de 2001, p. 1086.



El primero de dichos artículos fijó un plazo
al Congreso de la Unión para realizar las
adecuaciones al marco jurídico para
establecer las bases en las que (sic) el
Estado procurará la protección y el cuidado
del medio ambiente, en todos los procesos
relacionados con la materia del Decreto, en
los que intervengan empresas productivas
del Estado, los particulares o ambos,
mediante la incorporación de criterios y
mejores prácticas en los temas de
eficiencia en el uso de energía,

disminución en la generación de gases y
compuestos de efecto invernadero,

eficiencia en el uso de recursos naturales,
baja generación de residuos y emisiones, y
la menor huella de carbono en todos sus
procesos, y específicamente en materia de
electricidad, se indicó que la ley deberá
establecer a los participantes de la
industria eléctrica obligaciones de energías
limpias y reducción de emisiones
contaminantes. (15) 

(15) Es a partir de este mandato que se expidió la Ley de Transición Energética (DOF del 24 de diciembre de
2015), siendo el último ordenamiento del paquete legislativo derivado de la reforma constitucional de 2013 dn
materia de energía. 

Por su parte, el segundo transitorio
mencionado ordenó al Ejecutivo, por
conducto de la Secretaría de Energía
incluir en el Programa Nacional para el
Aprovechamiento Sustentable de la
Energía, una estrategia de transición para
promover el uso de tecnologías y
combustibles más limpios, para lo que le
fijó un plazo específico (16), mientras que al
Congreso de la Unión le ordenó la emisión
de una ley que tuviera por objeto regular el
reconocimiento, la exploración y la
explotación de recursos geotérmicos para
el aprovechamiento de la energía del
subsuelo con el fin de generar energía
eléctrica o destinarla a usos diversos. (17)

(16) En cumplimiento de esta disposición, la Secretaría de Energía emitió el “Acuerdo por el que se expide la
Estrategia de Transición para Promover el Uso de Tecnologías y Combustibles más Limpios, como parte
integrante del Programa Nacional para el Aprovechamiento Sustentable de la Energía 2014-2018”, publicada en
el DOF el 19 de diciembre de 2014, cuya vigencia ha concluido ya que el Programa al que se vincula, derivado del
Plan Nacional d Desarrollo, está mandatoriamente vinculado al período presidencial para el que se aprueba, sin
perjuicio de incluir un horizonte de planeación hasta de 20 años, conforme lo disponen los artículos 21, 21 Bis y
22 de la Ley de Planeación.

(17) En cumplimiento de esta disposición se expidió la Ley de Energía Geotérmica, publicada en el DOF el 11 de
agosto de 2014.



CONCLUSIONES

Claramente existe en México, al más
alto nivel normativo, un mandato de
protección al medioambiente, así
como para que el crecimiento
económico que promueva el Estado,

con la concurrencia de los sectores
social y privado, se caracterice por su
sustentabilidad.

 

 

Si bien es claro que no pareciera
tener la misma entidad y nivel
jerárquico al no aparecer de forma
expresa en el texto constitucional, los
artículos transitorios del Decreto de
reformas constitucionales en materia
de Energía, acreditan claramente que
entre los objetivos que se configuran
para el sector reformado, la transición
energética y la sustentabilidad tienen
también un papel preponderante,

aunque necesariamente deberán
ponderarse con los demás objetivos
sectoriales plasmados en la
legislación emitida y desarrollados en
la regulación sectorial. Sobre este
aspecto se abundará en
subsecuentes entregas.
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